Proyecto de Comunicación
Pedido de Informes

La Cámara de Diputados solicita al Poder Ejecutivo que, a través de los organismos correspondientes, y en relación a la profundización del calado en el tramo fluvial comprendido entre el kilómetro 584 del río Paraná, tramo exterior de acceso al Puerto de Santa Fe y la zona de aguas profundas naturales en el Río de la Plata Exterior hasta la altura del kilómetro 205,3 del Canal Punta Indio por el Canal Ingeniero Emilio Mitre,  informe:

a) Si existen estudios de impacto ambiental integrales y evaluados por los organismos competentes nacionales y/o provinciales que justifiquen la obra, sobre todo en lo referido al aumento del calado, según la publicación del diario La Capital del 6 de marzo de 2005.
b) Si se conocen los resultados de los nuevos estudios legales, técnicos, ambientales y económicos para la ejecución de las obras en la Hidrovía Paraguay – Paraná, cuyo contrato fue firmado el 15 de mayo de 2003, y que ha sido monitoreado y administrado por el PNUD y financiado por la Confederación Andina de Fomento (CAF).

c) De tenerse conocimiento de lo mencionado en el ítem anterior, cuál sería la evaluación que al respecto elaboraron los organismos provinciales de competencia en la materia. En el mismo sentido, solicitamos la remisión a este Cuerpo de la mencionada evaluación.
Sr. Presidente:

 


El presente pedido de informes tiene como objetivo conocer cuáles con las acciones llevadas adelante por el Poder Ejecutivo tendientes a garantizar la preservación de la sustentabilidad social, humana y, puntualmente ambiental de la provincia.
 


Consideramos que debe ser prioritario para nuestras autoridades que se garantice un proceso claro y transparente en todo lo referente al cumplimiento de los estudios y evaluación de los impactos ambientales de las obras que se realicen en los ríos y sus riberas. En este sentido es lamentable que no se hayan hecho públicos los resultados de los últimos estudios técnicos.



La encargada de efectuar el estudio es una asociación internacional de empresas, integrada por Oscar G. Grimaux Asociados S.A.T. (Argentina), Via Donau (Austria), Internave Engenheria S/C Ltda. (Brasil), JMR Engenheria S/C Ltda. (Brasil) y CSI Ingenieros S.R.L. (Uruguay); que se han dado el nombre de Consorcio de Integración Hidroviaria. Este Consorcio fue seleccionado tras haber obtenido el mejor puntaje en una evaluación combinada de las propuestas de todos los participantes que respondieron a la convocatoria a licitación pública internacional formulada por el PNUD en noviembre de 2002. Una vez concluido el estudio, el Comité Intergubernamental de la Hidrovía (CIH), podrá disponer de todos los elementos necesarios para iniciar el proceso de licitación y ejecución de las obras de dragado y balizamiento en el tramo mencionado, incluyendo el esquema institucional-legal para la contratación de las obras y su posterior mantenimiento y administración, la documentación técnica y el análisis de los aspectos ambientales y económico-financieros.



Dentro del marco legal vigente que avala nuestra petición podemos mencionar el artículo 41 de la Constitución Nacional, el cual establece claramente: “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley.”
 


También podemos mencionar la Ley Nacional de Inversiones Públicas Nº 24.354, que determina la responsabilidad del Estado de realizar una evaluación de impacto ambiental en proyectos de mega-obras. 

 


Además se cuenta con la ley Nacional Nº 25675 “Ley General del Ambiente” que en sus artículos 8 inc. 2; 11, 12 y 13, como así mismo art. 21 regula como presupuesto mínimo ambiental la realización de EIA.  Lo expuesto se integra fuertemente a la mayoría de los principios dispuestos en el art. 4, como principios de política ambiental para todo el país. 
 


La EIA (Evaluación del Impacto Ambiental) supone un propósito cautelar y de equilibrio, recogiendo bastante bien la filosofía que anima toda la estrategia de tutela  del ambiente que solo desde hace poco más de dos décadas ha sido recibida en los ordenamientos contemporáneos. 
 


La EIA dispuesta materializa el principio preventivo intentándose evitar que la incidencia humana en la naturaleza, a través de realizaciones materiales de cierta importancia, produzca consecuencias indeseables sobre los recursos y los sistemas naturales. Una elemental y ordinaria prudencia aconseja, en efecto, evaluar los resultados previsibles, máxime si se tiene en cuenta que alguno de ellos, de negativo signo, puede dar pie a posteriori  a daños irreparables o de muy cotosa eliminación. (Conf. Juan Rosa Moreno, Régimen Jurídico de la Evaluación de Impacto Ambiental. ED. Estudios Trivium Administrativo. Madrid. 1993. Pág. 12).
 


Desde nuestro bloque ya en mayo del año pasado impulsábamos la puesta en funcionamiento del Órgano de Control para la concesión del dragado de la red troncal del Río Paraná hasta el Océano Atlántico (Expte. 12635 – A.R.I.)
 


Además, según se publica en el diario Página 12 en su edición del 8 de marzo de 2005, la Sala II de la Cámara Federal ordenó al Juez Canicota Corral la reapertura del expediente y la aceptación como querellante de la Oficina Anticorrupción en el marco de la concesión del dragado y balizamiento del canal Emilio Mitre, desde Río de la Plata hasta el puerto de Santa Fe, por sistema de peaje al consorcio Hidrovía S.A.
 


Por la gravedad de la situación planteada y en pos de la preservación y protección del medio ambiente para las generaciones actuales y futuras, es que solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto.

